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Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 11 de diciembre de 2019. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones el señor Víctor 

Torres Medina (en adelante, señor Torres o apelante) mediante el 

presente recurso de apelación. Nos solicita que revisemos la sentencia 

dictada el 14 de agosto de 2019 y notificada el 19 de agosto de 2019, por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas (TPI). Mediante el 

referido dictamen, el TPI ordenó el archivo, sin perjuicio, de la presente 

causa de acción.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

desestimamos el presente recurso por falta de jurisdicción. 

I 

 Veamos en lo pertinente y de manera sucinta el tracto procesal. 

 Según el recurso ante nuestra consideración, el apelante solicitó 

una certificación de deuda ante la Administración para el Sustento de 

Menores (en adelante, ASUME) y se percató que tenía deudas 

ascendientes a la cantidad de $56,831.15 a favor de sus hijas mayores de 

edad, Verónica Marie Torres Sierra y Samira Angélica Torres Ayala. A 
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tenor de lo anterior, el apelante presentó una demanda contra ASUME y 

contra Verónica Marie Torres Sierra y Samira Angélica Torres Ayala (en 

conjunto, parte apelada). En la misma, solicitó que se declararan 

prescritas las dos cuentas que aparecen en ASUME a favor de sus hijas, 

por haber transcurrido el término de cinco (5) años provisto por el Artículo 

1866 del Código Civil de Puerto Rico, 31 L.P.R.A. sec. 5296, y que se 

ordenara que dichas deudas fueran eliminadas de los registros de 

ASUME. 

 El apelante emplazó a las co-demandadas, sus hijas, por medio de 

edicto, puesto que ambas viven en Estados Unidos. En su escrito, el 

apelante sostiene que el foro apelado asumió jurisdicción sobre las co-

demandadas, no obstante, no contestaron la demanda por lo cual se les 

anotó la rebeldía.  

 Así las cosas, el 14 de agosto de 2019, el TPI dictó sentencia en la 

cual determinó que el diligenciamiento del emplazamiento a ASUME no 

fue conforme a derecho, no se emplazó al Secretario de Justicia. Por 

tanto, se ordenó el archivo, sin perjuicio, de la presente causa de acción. 

Insatisfecho, el apelante solicitó, sin éxito, la reconsideración. 

 Todavía inconforme, el apelante comparece ante nos mediante el 

presente recurso apelativo. Señala la comisión de los siguientes errores: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar la demanda por no emplazar al Departamento de 
Justicia en representación de la Administración de Sustento 
de Menores en un pleito de alimentos. 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
desestimar la totalidad de la demanda cuando solo procedía 
hacerlo, de proceder tal acción, solo contra la 
Administración de Sustento de Menores. 

 El 12 de noviembre de 2019, emitimos una orden de mostrar causa 

por la cual no debíamos desestimar el presente recurso por ser 

prematuro. Ello así, puesto que no surge del mismo, evidencia de que la 

sentencia apelada haya sido notificada por edicto. Así las cosas, el 25 de 

noviembre de 2019, el apelante presentó una “Moción en cumplimiento de 

orden” en la cual informó estar de acuerdo con la observación de este 

Tribunal en cuanto a que la sentencia apelada no fue debidamente 
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notificada por edicto. Por tanto, solicitó que desestimemos el presente 

recurso. 

II 

-A- 

El primer aspecto que se ha de examinar en toda situación jurídica 

ante la consideración de un foro adjudicativo es su naturaleza 

jurisdiccional. Cordero v. ARPe, 187 D.P.R. 445, 457 (2012). Es norma 

reiterada que los tribunales debemos ser celosos guardianes de nuestra 

jurisdicción, por lo que tenemos el deber ineludible de auscultar dicho 

asunto con preferencia a cualesquiera otro. Carattini v. Collazo Syst. 

Análisis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life 

Ins., Co., 155 D.P.R. 309, 332 (2001).         

Ello, debido a que la falta de jurisdicción no es susceptible de ser 

subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela cuando 

no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 D.P.R. 86 (2011); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb LIfe Ins. Co., supra, pág. 332. Cuando un 

tribunal dicta una sentencia sin tener jurisdicción sobre las partes o la 

materia, su decreto es uno jurídicamente inexistente o ultra vires. Cordero 

v. ARPe, supra; Maldonado v. Junta, 171 D.P.R. 46, 55 (2007); Empress 

Hotel, Inc. v. Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000).             

La jurisdicción no se presume. Un recurso prematuro, al igual que 

uno tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de 

falta de jurisdicción. Hernández v. Marxuach Const. Co., 142 D.P.R. 492, 

495 (1997); Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 D.P.R. 153, 154 (1999). Por 

ende, su presentación carece de eficacia y no surte ningún efecto jurídico, 

ya que no existe autoridad judicial para acogerlo. Pueblo v. Santana 

Rodríguez, 148 D.P.R. 400, 402 (1999).   

-B- 

La Regla 65.3 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, 65.3, 

dispone la forma en que un tribunal tiene que notificar sus órdenes y 

sentencias a las partes. En su inciso (c), esta regla dispone:      
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(c)[…]En el caso de partes en rebeldía que hayan sido 
emplazadas, por edictos y que nunca hayan comparecido en 
autos o de partes demandadas desconocidas, el Secretario 
o Secretaria expedirá un aviso de notificación de sentencia 
por edictos para su publicación por la parte demandante. El 
aviso dispondrá que éste, debe publicarse una sola vez en 
un periódico de circulación general en la Isla de Puerto Rico 
dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación e 
informará a la parte demandada de la sentencia dictada y 
del término para apelar. Copia del aviso de notificación de 
sentencia publicado será notificada a la parte demandada 
por correo certificado con acuse de recibo dentro del término 
de diez (10) días luego de la publicación del edicto a la 
última dirección conocida del demandado. Todos los 
términos comenzarán a computarse a partir de la fecha de la 
publicación del edicto, la cual deberá acreditarse mediante 
una declaración jurada del (de la) administrador(a) o agente 
autorizado(a) del periódico, acompañada de un ejemplar del 
edicto publicado. 

32 L.P.R.A. Ap. V, R. 65.3(c).   

III 

En el presente recurso, la parte apelada fue emplazada mediante 

edicto. Por tanto, conforme a la Regla 65.3 de Procedimiento Civil, supra, 

la parte apelante tenía que notificarle a la parte apelada la sentencia 

emitida por el TPI mediante edicto. No obstante, del recurso ante nuestra 

consideración no surge que se le haya notificado a las apeladas, como 

requiere nuestro ordenamiento jurídico.   

Ante estas circunstancias, el 12 de noviembre de 2019, emitimos 

una resolución en la cual le concedimos un término a la parte apelante 

para mostrar causa por la cual no debíamos desestimar el presente 

recurso por ser el mismo prematuro. Ello así, pues el término para apelar 

no puede comenzar a transcurrir hasta tanto se notifique la sentencia por 

edicto.   

En cumplimiento con nuestra resolución, el 25 de noviembre de 

2019, la parte apelante presentó una moción en la cual expresó estar de 

acuerdo con nuestra observación en cuanto a que no se notificó por 

edicto la sentencia apelada. En consecuencia, nos solicitó la 

desestimación del presente recurso. Así las cosas, no tenemos otra 

opción que desestimar el recurso. El término para apelar la sentencia no 

ha comenzado a transcurrir, por lo cual este Tribunal carece de 

jurisdicción para atender el presente recurso y procede su desestimación.     
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IV 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el presente 

recurso por falta de jurisdicción, por ser el mismo prematuro.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


